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Hernández Sánchez y la Jueza Soroeta Kodesh. 
 

Hernández Sánchez, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 15 de agosto de 2016. 

 Comparecen las asociaciones Service Contract Industry 

Council y Motor Vehicle Ancillary Product Association (las 

recurrentes) mediante un recurso de revisión judicial en el que 

impugnan de su faz la Carta Normativa Núm. CN-2016-195-AP, 

emitida por la Oficina del Comisionado de Seguros (OCS) el 27 de 

enero de 2016. Según alegan las recurrentes, dicha carta 

normativa es nula debido a que constituye una regla legislativa que 

se adoptó sin cumplir con el procedimiento de reglamentación 

requerido por la Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme 

(LPAU).  

 Luego de un cuidadoso estudio del expediente, confirmamos 

la validez de la Carta Normativa Núm. CN-2016-195-AP, según 

aprobada por la OCS. 

 Veamos los antecedentes fácticos y procesales que justifican 

nuestra determinación. 
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I 

 Surge de los escritos ante nuestra consideración que ambas 

partes están de acuerdo en el hecho de que antes de la aprobación 

de la Ley 392-2000, no existía ninguna regulación que atendiera 

los contratos de servicios o garantías extendidas. Al aprobar esa 

ley, la legislatura introdujo un Subcapítulo II al Capítulo 21 del 

Código de Seguros con el propósito de velar por los intereses de los 

consumidores puertorriqueños que adquirieran contratos de 

servicios o garantías extendidas para mantener un bien adquirido 

en condiciones idóneas para su funcionamiento. Véase la 

Exposición de Motivos de la Ley 392-2000, 26 L.P.R.A sec. 2123 y 

ss. La Carta Normativa Núm. CN20160-195-AP, que es por la cual 

las recurrentes presentaron esta acción de nulidad, tiene su 

génesis en los poderes conferidos a la Comisionada de Seguros por 

la citada ley para administrar la política pública de su Oficina y 

para proteger los derechos de los consumidores de contratos de 

seguros, de servicios y de garantías extendidas. Código de Seguros, 

Art. 2.030 y Art. 21.340, 26 L.P.R.A secs. 235 y 2134. 

 Así, el 26 de enero de 2016 la Comisionada de Seguros 

emitió la Carta Normativa Núm. CN-20160-195-AP (Carta 

Normativa de 2016) e hizo constar que la misma se enmarcaba en 

las disposiciones de la Carta Normativa Núm. N-AM-9-66-2005 

(Carta Normativa de 2005) y dentro de los poderes que le fueron 

conferidos por las citadas secciones del Código de Seguros. 

Además, expuso que la Carta Normativa de 2005 había establecido 

un procedimiento para que los proveedores de servicios 

certificaran, cada dos años, que las tarifas cobradas por los 

contratos de servicios son adecuadas y no excesivas. 

Específicamente, en la Carta Normativa de 2016 la Comisionada 

expuso que: 
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[u]na evaluación de la información provista por los 
proveedores a nuestra oficina, refleja que el cumplimiento 

de éstos no ha sido uniforme. En vista de lo anterior y 
considerando la relevancia de la información requerida 

para velar el cumplimiento con las disposiciones del 
Subcapítulo 2 del Capítulo 21 del Código de Seguros, 
sobre todo en aquellas relacionadas a la devolución de 

honorarios, se aclara mediante la presente carta 
normativa que la certificación requerida es sobre las 
tarifas que sustente la totalidad de los honorarios. Es 

decir, toda certificación deberá incluir un detalle de la 
partida de la tarifa o del honorario que corresponda al 

proveedor, (también conocido como “dealer cost”) así 
como la partida de la tarifa o de los honorarios que 
corresponde al vendedor o concesionario, lo que en 

conjunto constituyen los honorarios o “retail price”. 
Aclaramos que la totalidad de la tarifa u honorario, 

(“retail price”) certificada pudiera ser diferente a los 
honorarios que paga en última instancia el consumidor, 
es decir, el pago total que se hace a cambio del contrato 

de servicio, deberá identificar el “retail price” como 
“suggested retail price”.1  
 

 Por último, la Comisionada reiteró que la Carta Normativa de 

2016 aclaraba los requisitos impuestos en la Carta Normativa de 

2005 y que todos los proveedores de servicios debían cumplir con 

ello en el término de 20 días, so pena de las infracciones que en 

derecho procedieron.  

 Inconformes con la vigencia de la Carta Normativa de 2016, 

las recurrentes alegan que constituye una regla legislativa que se 

adoptó sin cumplir con el procedimiento de reglamentación 

requerido por la Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme 

(LPAU). Específicamente, alegan que: 

[l]a Carta Normativa Núm. CN20160-195-AP es nula 
porque constituye un reglamento o regla de naturaleza 

legislativa que no fue aprobada siguiendo el 
procedimiento de reglamentación que requiere la Ley de 
Procedimiento Administrativo Uniforme. 

 
 Así enmarcada la controversia, examinemos el derecho 

aplicable a fines de determinar si la Carta Normativa objeto de la 

acción de nulidad constituye una regla legislativa, en cuyo caso 

requería ser aprobada mediante el procedimiento formal dispuesto 

                                                 
1 Carta Normativa Núm. CN-20160-195-AP del 27 de enero de 2016, a las págs. 1-2 del 
Apéndice de la Solicitud de Revisión.  
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en la LPAU o si, por el contrario, su validez debe ser reiterada por 

tratarse de una regla meramente interpretativa. 

II 

- A - 

 Como es sabido, la Asamblea Legislativa puede delegar a las 

agencias administrativas la autoridad para emitir reglamentos con 

fuerza de ley sobre asuntos que se encuentren dentro del ámbito 

de competencia o pericia de cada cual. Asoc. Fcias. Com. v. Depto. 

de Salud, 156 D.P.R. 105, 130 (2002). Para ello, las agencias 

deberán notificar al público sobre el contenido del reglamento que 

se pretende aprobar y proveer oportunidad para que la ciudadanía 

se exprese sobre su contenido. 3 L.P.R.A. sec. 2121.2 También 

deberán presentar la versión final ante el Departamento de Estado 

y publicar el reglamento según fue aprobado. 3 L.P.R.A. secs. 

2121-2131. Asociación de Maestros v. Comisión, 159 D.P.R. 81, 93–

95 (2003); Municipio de San Juan v. Junta de Calidad Ambiental, 

152 D.P.R. 673, 690–691 (2000).  

 Si bien es cierto que los mencionados requisitos procesales 

son fundamentales para que el proceso de reglamentación sea 

válido y conforme a derecho, cabe distinguir que no todas las 

                                                 
2 Sobre el particular, la sección 2.1 de la LPAU dispone que: 

Siempre que la agencia pretenda adoptar, enmendar o derogar una regla o 
reglamento, publicará un aviso en español y en inglés que no menos de un 

periódico de circulación general en Puerto Rico, y en español e inglés en la 
red de internet. Disponiéndose, que si la adopción, enmienda, o derogación 
de la regla o reglamento afecta, a una comunidad de residentes en 
específicos, la agencia deberá publicar el mismo aviso en un periódico 
regional que circule en el área donde ubique dicha comunidad, y además 
deberá pautar un anuncio en una emisora de radio de difusión local de 
mayor audiencia o mayor cercanía a la comunidad afectada por lo menos en 
dos (2) ocasiones en cualquier momento en el horario comprendido entre las 
7:00 de la mañana y las 7:00 de la noche. El anuncio en la radio deberá 
indicar la fecha en que se publicó el aviso en el periódico. Tanto el anuncio 
radial como el aviso contendrán un resumen o explicación breve de los 

propósitos de la propuesta acción, una cita de la adopción legal que autoriza 
dicha acción y la forma, el sitio, los días y las horas en que se podrán 
someter comentarios por escrito o por correo electrónico o solicitar por 
escrito una vista oral sobre la propuesta acción con los fundamentos que a 
juicio del solicitante hagan necesaria la concesión de dicha vista oral e 
indicará el lugar físico y la dirección electrónica donde estará disponible al 
público, el texto completo de la reglamentación a adoptarse. Al recibir 
comentarios por correo electrónico, la agencia acusará recibo de los mismos 
por correo electrónico dentro de dos (2) días laborables de su recibo. El aviso 
publicado en el periódico contendrá, además, la dirección electrónica de la 
página donde la agencia haya elegido publicar el aviso en la Red y el texto 
completo de la regla o reglamento. 

3 L.P.R.A. sec. 2121 
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reglas aprobadas por una agencia tienen que seguir ese trámite de 

divulgación y de opinión pública. Ello responde a que no todas las 

reglas son de carácter legislativo, sino que hay reglas 

interpretativas que “constituyen pronunciamientos administrativos 

que no tienen fuerza de ley y, por lo tanto, no vinculan a la agencia 

ni crean derechos sustantivos o procesales en los cuales el 

ciudadano puede confiar”. González v. E.L.A, 167 D.P.R, 400, 411 

(2006).  

 Entre las de carácter interpretativo figuran las relacionadas 

con la administración interna de la agencia y las instrucciones o 

declaraciones que meramente explican la política pública de la 

agencia y le confieren uniformidad a los procesos, siempre y 

cuando no tengan efectos legales sobre los derechos del público 

general. Así, las llamadas reglas de carácter interpretativo, por lo 

general, tienen el propósito de implantar la política pública a cargo 

de la agencia, por lo que pueden aprobarse, modificarse o 

derogarse según las necesidades institucionales sin que sea 

requisito cumplir con el procedimiento diseñado para los 

reglamentos con fuerza de ley. Véase Municipio de San Juan v. 

Junta de Calidad Ambiental, 152 D.P.R., a la pág. 691; González v. 

E.L.A., 167 D.P.R. en la pág. 411. 

 En este caso, sin embargo, las asociaciones recurrentes 

insisten en que la Carta Normativa Núm. CN-2016-195-AP, 

aprobada por la OCS el 27 de enero de 2016, constituye una regla 

legislativa, por lo que debía ser aprobada conforme al 

procedimiento dispuesto en la LPAU. Se entiende que una regla es 

legislativa cuando crea derechos e impone obligaciones o patrones 

de conducta con fuerza de ley, de manera que altera los derechos 

de los individuos y del público en general.  Por ende, su aprobación 

debe ser conforme a los requisitos que establece la LPAU para el 

proceso de reglamentación formal, so pena de nulidad. 
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Lo anterior se debe a que la Sección 2.7 de la LPAU 

expresamente dispone que un reglamento que altere los derechos 

del público en general se entenderá nulo si el proceso para su 

adopción no cumplió sustancialmente con los requisitos procesales 

que impone la misma ley. En estos casos, quien pretenda 

impugnar la validez de un reglamento por alegado incumplimiento 

con las citadas disposiciones deberá presentar el recurso 

correspondiente ante este foro dentro de treinta (30) días a partir 

de la fecha de vigencia.  3 L.P.R.A. sec. 2127. 

III 

 El único error que plantean las recurrentes va dirigido a 

cuestionar la validez de la Carta Normativa Núm. CN-2016-195-

AP, aprobada por la Oficina del Comisionado de Seguros el 26 de 

enero de 2016. Al fundamentar tal señalamiento, las asociaciones 

recurrentes insisten en que tal carta normativa constituye un 

reglamento de naturaleza legislativa y que debido a que no fue 

aprobado conforme al procedimiento formal requerido por la LPAU 

para esos casos, debe declararse su nulidad. Entre otras cosas, 

añaden que la carta impone obligaciones sustantivas a los 

proveedores de contratos de servicios e introduce patrones de 

conducta con fuerza de ley; que ordena la fijación de precios u 

honorarios a los cuales deben venderse los contratos de servicios 

tanto al por mayor, como al detal; que obliga a establecer el precio 

sugerido de los productos (suggested retail price) y que afecta los 

derechos de los proveedores de servicios y de los consumidores. 

Así, es su postura que la Carta Normativa de 2016 no se relaciona 

ni encuentra apoyo en ningún reglamento ni parámetro 

anteriormente aprobado para regular los honorarios a cobrar por 

contratos de servicios, por lo que no es de carácter interpretativo, 

sino legislativo.  



 
 

 
KLRA201600133    

 

7 

 La OCS, por su parte, insiste en que la Carta Normativa en 

cuestión no constituye una regla legislativa, ya que solo aclara la 

forma en que los proveedores de servicios deben suministrar la 

información de los honorarios cobrados por servicio, lo que ya se 

les había requerido en la Carta Normativa de 2005. Así, aseguró 

que un estudio por parte de la OCS arrojó que desde hace un 

tiempo los proveedores están cumpliendo con el requisito de 

proveer información sobre los honorarios por servicio, pero de 

manera muy variada. Para reforzar su argumento, la agencia 

recalcó que aunque el Código de Seguros define el término 

“honorarios” como “el pago total que se hace a cambio de un 

contrato de servicio”, algunos proveedores solo estaban informando 

el costo de venta al dealer y otros detallaban el retail price.  

 En oposición al argumento de las recurrentes relativo a que 

la Carta Normativa de 2016 tiene el efecto de requerirles fijar los 

honorarios a los que venden sus contratos, la OCS alega que solo 

se les aclaró la forma en que deben proveer la información de los 

precios, sin sujeción o imposición de criterios actuariales para la 

su fijación. También aclaró que la carta no obliga a revelar los 

honorarios, sino que aclara que cuando la tarifa que pagará el 

consumidor pudiera ser distinta a la que certificó el proveedor ante 

la OCS, debe denominarse como suggested retail price en lugar de 

retail price.  

 Como mencionamos anteriormente, en la carta en 

controversia la Comisionada de Seguros expuso que en el 2005 se 

había establecido como requisito que los proveedores 

suministraran una certificación de que los honorarios cobrados 

eran razonables y adecuados a los servicios. También añadió que 

aunque los proveedores estaban proveyendo la información 

requerida, el procedimiento carecía de uniformidad. Partiendo de 

tal premisa, aclaró que la información requerida debe incluir la 
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totalidad de los honorarios: la partida correspondiente al precio al 

proveedor o dealer cost y la tarifa que el vendedor obtendrá del 

consumidor o retail price.  

 En efecto, de una lectura de la Carta Normativa de 2005 se 

desprende que en aquel entonces la OCS evaluó varias solicitudes 

de servicio y notó que los honorarios solían variar 

significativamente, por lo que no había constancia de que los 

consumidores estuvieran pagando una cantidad justa. Así, con el 

propósito de “proveer al consumidor puertorriqueño la confianza 

de que recibirá un servicio de acorde con el precio pagado”, ordenó 

a todos los proveedores de contratos a presentar una certificación 

en la que declararan que las tarifas a ser cargadas son adecuadas 

y no excesivas.3 Ordenó, además, que dicha certificación se 

presentara cada dos años, no más tarde del 31 de marzo de cada 

año.  

 No está en discusión que la Carta Normativa de 2005, la cual 

sirve de base a la de 2016, está vigente y es vinculante, pues su 

validez no fue cuestionada dentro del término de 30 días dispuesto 

en la LPAU para instar la correspondiente acción de nulidad. 

Tampoco hay dudas de que esa carta ya disponía que los 

proveedores debían certificar la adecuacidad de los honorarios que 

cobraban por sus servicios. Es decir, desde el 2005, la Oficina del 

Comisionado de Seguros había emitido un pronunciamiento que 

no fue cuestionado y que impuso a los proveedores de servicios la 

obligación de entregar una certificación para acreditar que los 

honorarios a ser cobrados por contrato no son excesivos y que se 

ajustan al servicio adquirido por el consumidor.  

 Esa Carta Normativa de 2005, sin embargo, no dispuso 

sobre la forma en que los proveedores debían cumplir con la 

                                                 
3 Carta Normativa Núm. N-AM-9-66-2005 del 18 de octubre de 2005, a las págs. 3-5 del 
Apéndice de la Solicitud de Revisión. 
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referida certificación. Por lo tanto, nos resulta lógico que la OCS 

entendiera necesario emitir una aclaración que garantizara la 

uniformidad de los procesos. Por ello, concluimos que la Carta 

Normativa CN-2016-195-AP no es una regla legislativa, pues no 

obliga a los proveedores a fijar los precios, no afecta adversamente 

los derechos de los consumidores, ni impone nuevos estándares de 

conducta con fuerza de ley, pues se limita a aclarar la forma en 

que se debe certificar la razonabilidad de los precios, lo que era 

requerido desde 2005. 

IV 

 Por los fundamentos antes expuestos, confirmamos la 

validez de la Carta Normativa Núm. CN-2016-195-AP, según 

aprobada por la OCS el 27 de enero de 2016. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

                                                  Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


